Contribución de México

A) Protección a la niñez en México, en el contexto contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia.

México ha asumido decididamente su compromiso con la protección y el desarrollo de la niñez, lo cual ha redundado en importantes avances en el cumplimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en las últimas décadas. Hoy, en nuestro país existen más oportunidades para la infancia y adolescencia, con el objetivo de propiciar un desarrollo humano sustentable desde temprana edad. Los resultados de la última década se reflejan en mejores condiciones de salud, educación y protección de la niñez mexicana.

De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2010, en México la población menor de 15 años representa el 29.3% del total, es decir hay 32,515,796 niños y niñas en nuestro país, de los cuales 16,498,731 son niños y 16,017,065, niñas.

A nivel nacional, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala en su artículo 4 el derecho de las niñas, niños y adolescentes a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Se han dado avances trascendentales en materia del interés superior de la niñez y la protección de sus derechos, derivado de los instrumentos jurídicos internacionales suscritos por el Estado mexicano. Entre éstos se encuentra la reforma que se realizó en el año 2000 al artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  (CPEUM) para elevar a rango constitucional el derecho de las niñas y niños a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.

Desde el enfoque de los derechos humanos, la reforma hizo las siguientes aportaciones:

· Aparece el concepto de “niño” para propiciar la desaparición paulatina del término “menor”;

· Reconoce el derecho de las niñas y niños a la alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral;

· Observa la existencia de un conjunto específico y autónomo de derechos: los derechos de las niñas y los niños;

· Establece la obligación del Estado de proveer lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio efectivo de sus derechos;

· Instituye el deber de los ascendientes, tutores y custodios de preservar esos derechos;

· Determina la obligación del Estado de otorgar facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de las niñas, los niños y adolescentes.

En 2001 se reformaron también diversos artículos de la Constitución, a través de los cuales se protegen los derechos de los niños y niñas: el artículo 1 constitucional, para prohibir toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, la discapacidad, entre otras; y el artículo 2, en el sentido de reconocer los derechos de los pueblos indígenas, incluyendo el dar apoyo a la nutrición mediante programas de alimentación, en especial para la población infantil, así como la protección a los pueblos indígenas mediante programas especiales de educación y nutrición a niños y jóvenes de familias migrantes. Por otro lado, en noviembre de 2002, se reformó el artículo 3 constitucional, referente a la educación básica obligatoria, para agregar el nivel preescolar a los niveles de primaria y secundaria.

Como ley reglamentaria del artículo 4 constitucional, el 29 de mayo de 2000 se publicó la Ley para la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, que garantiza la tutela y el respeto de los derechos humanos de la niñez. La Ley define en su artículo 2° a los sujetos de aplicación hasta los 18 años de edad, en concordancia con el artículo 1° de la Convención sobre los Derechos del Niño, y los divide en dos grupos etarios: niñas y niños (hasta los 12 años no cumplidos) y adolescentes (desde los 12 años cumplidos y hasta los 18 años no cumplidos).

La materia familiar es preponderantemente del fuero local, por lo que son aplicables los Códigos Civiles y Familiares de las entidades federativas, y corresponde a las autoridades judiciales locales su aplicación. Adicionalmente, el Estado mexicano cuenta con los siguientes instrumentos federales que estipulan la protección a la infancia y establecen el interés superior de niñas, niños y adolescentes: el Código Civil Federal, el Código Federal de Procedimientos Civiles, el Código Penal Federal, la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, la Ley General de Educación, la Ley General de Salud, la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, y la Ley Federal para prevenir y eliminar la discriminación.

En agosto de 2010 se realizaron diversas reformas al Código Penal Federal y al Código Federal de Procedimientos Penales, mediante las que se amplía la cobertura de la indemnización por delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, la libertad y el normal desarrollo psicosexual; se niega la libertad preparatoria a quienes cometan corrupción, pornografía, turismo sexual, lenocinio y pederastia de personas menores de 18 años; y se califica como delitos graves la corrupción, pornografía, turismo sexual, lenocinio y pederastia de personas menores de 18 años.

Atención Institucional

El Gobierno de México cuenta con el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF) como organismo público encargado de instrumentar las políticas públicas en el ámbito de la asistencia social relacionada con la familia. Asimismo, se encarga de diseñar estrategias de prevención y atención para incidir en el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes en situación de vulnerabilidad, en el entendido de que dichas políticas son transversales y suponen la participación de diversas instancias gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil.

En este sentido, el SNDIF ha promovido acciones a favor de la igualdad y la no discriminación para la niñez en nuestro país, mediante la aplicación de Programas y Estrategias Institucionales, destacando los siguientes:

· Programa de Promoción y Difusión de la Convención de los Derechos del Niño
El Programa de Promoción y Difusión de la Convención de los Derechos del Niño (CDN) ejemplifican acciones referentes a las buenas prácticas en materia de no discriminación al promover y convocar a espacios de participación infantil entre los que se encuentran:
· La Red Nacional de Difusores en cada estado del país, así como sus municipios. Busca formar niñas, niños y adolescentes conocedores de sus derechos como replicadores de la CDN así como sujetos sociales de cambio al impulsar proyectos comunitarios basados en el Manual de Participación Infantil.

· El Taller Anual de DIFusores. Reúne cada año a 4 representantes de difusores por estado para intercambio de experiencias en materia de derechos.

· El Concurso de participación infantil "Ejerciendo mis Derechos". Convoca a niñas, niños y adolescentes del país a identificar acciones de mejora en su comunidad propuestas por ellos y realizadas a través de ellos mismos.

Siendo el público meta del DIF la población vulnerable y buscando la penetración de los programas en sectores de alta marginalidad, los ejercicios de participación infantil anteriormente mencionados han sido incluyentes, acogiendo poblaciones indígenas, con discapacidad, familias separadas, etc.
Además de convivir, expresarse e intercambiar experiencias culturales en estos espacios se les dan a conocer, a través de diversas formas, recomendaciones y reglas de convivencia donde es subrayado el respeto a cada uno de los asistentes y propugnamos por el buen convivir antes, durante y después los programas.

Cabe señalar que, durante el año 2011 se han hecho visitas de capacitación y asesoría a los adultos responsables del bienestar de la niñez intra e interinstitucionalmente en materia de la Convención sobre los Derechos del Niño, Enfoque de Derechos y Comités de Seguimiento y Vigilancia donde se subrayan, además de los 54 artículos, los 4 principios rectores de la misma:

Articulo 2
La No Discriminación
Articulo 3
Interés Superior del Niño
Articulo 6
Derecho a la Vida y Desarrollo
Articulo 12
Derecho a Expresarse

· Estrategia de Prevención y Atención a Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes y Repatriados no Acompañados.

El Gobierno de México implementa la Estrategia de Prevención y Atención a Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes y Repatriados no Acompañados, a través del SNDIF, la cual tiene el objetivo de conjuntar esfuerzos y acciones entre las instancias de los tres órdenes de gobierno, instituciones públicas, privadas y organismos de la sociedad civil nacionales e internacionales con el fin de prevenir y atender las necesidades y problemáticas colaterales a las que están expuestos los niños, niñas y adolescentes migrantes y repatriados que viajan solos, así como promover acciones coordinadas de protección y contención familiar y comunitaria. 

A la fecha, la Estrategia cuenta con una Red de 39 Módulos y Albergues de Tránsito ubicados en la frontera norte y sur del país. Se cuenta con 28 Módulos y Albergues DIF y 11 de Organizaciones de la Sociedad Civil. En el periodo comprendido entre 2007 y 2010 se ha atendido un promedio de 17,000 niñas, niños y adolescentes migrantes y repatriados.

La Estrategia de Prevención y Atención a Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes y Repatriados No Acompañados incluye componentes que promueven la tolerancia y la no discriminación en el trato especifico que se le da niñas y niños migrantes (población objetivo), a quienes los servidores públicos de los módulos y albergues de transito atienden, independientemente de su origen étnico, país de procedencia o pertenencia a algún grupo social. Los contenidos que se difunden y trabajan con los mismos niños, niñas y adolescentes en la Red de Albergues de Tránsito, tanto en frontera norte como en frontera sur, hacen énfasis en la igualdad jurídica, de trato y de oportunidades de cualquier niño, niña y adolescente. Además se promueve dentro de estos espacios el ejercicio de sus derechos humanos de acuerdo con lo establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño, incluyendo el principio de no discriminación.

En particular, se cuenta con una guía técnica para el personal que labora en los albergues de tránsito para niñas, niños y adolescentes migrantes y repatriados: "Somos Niñas, Niños y Adolescentes migrantes, todos tenemos los mismos sueños”1. La misma marca las pautas para el tratamiento institucional de esta población con miras a homologar los procedimientos y buenas prácticas en el trato a estos grupos de edad a lo largo de toda la Red de albergues en el país logrando con ello mejorar la atención que se les brinda, una comunicación efectiva y una adecuada orientación y sensibilización respecto de temas importantes como el de la salud, educación sexual, derechos de la niñez, la autoestima, la adolescencia, responsabilidades y reflexión sobre alternativas de desarrollo en sus lugares de origen.

Por otro lado, dentro del marco de esta Estrategia se ha desarrollado un Modelo de formación para Líderes Comunitarios - operado en lugares de origen-, el cual incluye dentro de sus contenidos un Eje orientado a la Educación para la Paz basada en los principios de diversidad, tolerancia, inclusión y cooperación, así como un segundo eje que cubre los derechos de la infancia y el cual abarca la no discriminación. Este modelo promueve que se trabajen en estos temas con los líderes comunitarios en desarrollo con miras a arraigar en ellos estos principios.

· Niñez Indígena

En México hay 2.5 millones de niños y niñas indígenas entre 5 y 14 años de edad, de los cuales nueve de cada diez asiste a la escuela. 
El Programa para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 2009- 2012 (PDPI) busca la superación de rezagos por parte de las comunidades indígenas y que alcancen un desarrollo con identidad.

Específicamente en cuanto a la niñez indígena, el Programa promueve que los niños, niñas y jóvenes indígenas tengan acceso a la educación de calidad y culturalmente pertinente, y promueve la adopción del enfoque de interculturalidad en todo el Sistema Educativo Nacional. Asimismo, contempla la promoción de mecanismos de seguridad para proteger a mujeres, niños y niñas indígenas de reciente migración a las ciudades contra redes delictivas.

De igual forma, el Programa Albergues Escolares Indígenas (PAEI) tiene por objeto potenciar los recursos existentes para dar respuesta a las demandas de la población indígena relacionadas al acceso a los diferentes niveles educativos, fortalecer la interculturalidad y establecer estrategias paralelas para disminuir los riesgos a la salud y contribuir en la mejora del estado nutricional de niños y niñas indígenas. Actualmente existen Albergues Escolares Indígenas en 21 entidades federativas, y en ellos se proporcionan servicios de hospedaje y alimentación, y constituyen espacios para facilitar el acceso a la salud, el fortalecimiento de la identidad cultural y el fomento a actividades de recreación y esparcimiento. Durante 2010, para la operación del PAEI se ejercieron 759.55 millones de pesos que permitieron apoyar a 61 168 niños en 1 066 albergues escolares indígenas y 11 548 jóvenes en albergues comunitarios.

· Promoción del Buen Trato en las Familias

Se promociona el buen trato en las familias:

· Al proporcionarles herramientas encaminadas al reconocimiento de sus derechos y equidad de género, centradas en formas de disciplina no violentas, constructivas y positivas que promuevan relaciones sanas, teniendo en cuenta la capacidad evolutiva de las niñas, niños y adolescentes y la importancia de respetar sus opiniones.
· Promoviendo la participación de las familias y sus integrantes (padres, abuelos, hijos y otros parientes y de éstos con la escuela, los amigos y la comunidad) para dar a conocer y se vivan las 12 habilidades de buen trato: apego y amor, identidad, reconocimiento, comunicación efectiva, convivencia pacífica, relaciones interpersonales, negociación, actitud pro social, tolerancia, sentido ético, sentido del humor y sentido de vida.
· La Tolerancia, se encamina a que niñas, niños y adolescentes aprendan y re-aprendan a tratar con bondad, respeto y comprensión, partiendo de dos elementos éticos: el primero es el respeto por la dignidad humana fundamental y los inalienables derechos de todas las personas y, el segundo, es el aprecio de la riqueza de la diversidad humana, de las muchas cualidades y contribuciones de las personas.
· En el aprecio por la diversidad se fomenta la capacidad de valorar la diversidad como factor de crecimiento y enriquecimiento permanente, tanto individual como colectivo.
· Las conductas y actitudes positivas e informadas que desarrollan las niñas, niños y adolescentes son el antídoto a la crueldad, el fanatismo y el racismo, a rechazar los prejuicios, las ideas preconcebidas, los estereotipos, la estigmatización, la discriminación y el odio. Por ello no sorprende que esta capacidad, permita encontrar formas de convivencia que hagan del mundo un lugar más humano.

Las herramientas metodológicas y materiales educativos que se emplean para la réplica de buenas prácticas en el buen trato son:

· Manual de Participantes (sesiones para niñas y niños de 6 a 11 anos 11 meses; las y los adolescentes; madres, padres, tutores y cuidadores) y el Manual de la y el Facilitador del Taller Interactivo para el Desarrollo de Habilidades de Buen Trato en la Familia.

· 3 Libros infantiles, 5 juegos educativos y 7 actividades lúdicas para trabajar con niñas y niños de 1 año a 5 anos 11 meses llamada la "Despensa de los Buenos Tratos".

· Cuates y Re-cuates, el juego del buen trato y el Buzón del Buen Trato de la Familia.

· Capsulas animadas del Decálogo "Hagamos un buen trato en familia".

Acciones para erradicar el trabajo infantil
Para erradicar el trabajo infantil, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social incorporó un Módulo de Trabajo Infantil en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, para generar información estadística en forma periódica con carácter nacional y con representatividad estatal, con periodicidad bianual a partir de 2007. Este módulo atiende las directrices internacionales en materia de estadísticas y asegura la comparabilidad de los resultados a nivel nacional e internacional. Proporciona información en materia de educación, trabajo económico y quehaceres domésticos de niñas, niños y adolescentes de 5 a 17 años de edad. Entre 2007 y 2009, la tasa de ocupación infantil pasó de 12.5% a 10.7%, lo que equivale a 632 mil niños y niñas menos trabajando.

Para impulsar mecanismos de coordinación interinstitucional, desde el año 2008 se colabora con los sectores público, social y privado para promover acciones coordinadas en materia de combate al trabajo infantil y protección de los menores trabajadores en edad permisible. En este tenor, se realizan los Foros-taller “La participación intersectorial en la prevención y erradicación del trabajo infantil, así como en la protección de los menores trabajadores en edad permisible”. Como producto de dichos Foros-taller, se han firmado 24 Cartas Compromiso Intersectorial para la prevención y erradicación del trabajo infantil, así como la protección de menores trabajadores en edad permisible, en los estados de Aguascalientes, Campeche, Coahuila, Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Morelos, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, y Zacatecas.

Para promover los derechos laborales y el fortalecimiento del marco legal, se incluyó en la propuesta de reforma laboral la tipificación como delito la contratación de menores de 14 años. De acuerdo con lo anterior, cuando la Inspección del Trabajo detecte trabajando a un menor de edad fuera del círculo familiar, ordenará que de inmediato cesen sus labores. Al patrón que incurra en esta conducta se sancionara con prisión de 1 a 4 años y multa de 250 a 5,000 salarios mínimos (de 13,700 a 274 mil pesos).
Adicionalmente, con el objetivo de contribuir a erradicar la explotación y el trabajo infantil, el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED) llevó a cabo las siguientes actividades relativas a niños, niñas y jóvenes referentes al trabajo:
I. Actividades realizadas anualmente a partir del año 2006: 

1) Coorganización anual del Festival del Día Mundial del Refugiado, convocado por el ACNUR, la organización Sin Fronteras, Amnistía Internacional ciclo de Refugiados, y autoridades del Gobierno del Distrito Federal.

2) Coorganización anual del concurso de cuento “Las voces enmudecidas de los niños refugiados” (título del concurso en primer año-2006) y “Y si yo fuera una persona refugiada. Comenzar de nuevo en otro país” (título del concurso a partir del 2007), promovido por el ACNUR y la CDHDF, institución esta última en la cual se impartieron en mayo talleres de sensibilización a estudiantes de nivel secundaria sobre la problemática que viven los niños refugiados en el mundo.

3) Coorganización de la Semana Nacional de Migración desde 2009, evento en el cual CONAPRED participó como institución convocante junto con otras instituciones federales. En dicho marco se desarrollaron múltiples actividades de reflexión y análisis del fenómeno migratorio y la discriminación que padecen los y las migrantes en México y en el mundo.
En el anexo I, se presenta una relación de actividades realizadas por el CONAPRED.
B) El ámbito del empleo en México en el contexto contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia.
Para el Gobierno de México es  prioridad la protección y la seguridad de la persona humana en el sector laboral. es por ello que contar con un trabajo productivo, en condiciones de dignidad, igualdad y seguridad, que provea de los medios necesarios para mantener un nivel de vida adecuado, es un derecho fundamental de todas las personas para lograr un desarrollo integral y el abatimiento de la pobreza. 

Asimismo, para México es una prioridad garantizar la igualdad de oportunidades de todas las personas sin ningún tipo de discriminación para acceder al mercado laboral. En este sentido se cuenta con políticas públicas enfocadas a la consolidación de la equidad y la inclusión laboral de los grupos en situación de vulnerabilidad, como lo son las personas con discapacidad, los adultos mayores, las personas indígenas y las personas con VIH-SIDA.

Marco Normativo Nacional

El Estado mexicano reconoce la necesidad de garantizar de forma adecuada el derecho al trabajo, es por eso que la Constitución incorpora el capítulo sexto titulado “Del trabajo y de la previsión social”. Dentro de este capítulo se localiza el artículo 123°, en el cual se establecen los derechos de los que deben gozar los trabajadores, las condiciones y duración de las jornadas laborales, propone un salario mínimo que contribuya al desarrollo familiar, dicta las prestaciones a que se hacen acreedores los trabajadores, y la división de los trabajadores en dos sectores, el sector público y el sector privado, entre otras cuestiones propias del derecho al trabajo.
Además de las disposiciones contenidas en el artículo 123° constitucional, el artículo 5° de la Constitución garantiza la libertad de elegir la profesión, industria, comercio o trabajo que se desee siempre y cuando ésta sea lícita.

Como ley reglamentaria del artículo 123° constitucional, en 1970 se expidió la Ley Federal del Trabajo, con el objeto de garantizar a los trabajadores un trato digno, condiciones laborales seguras, un salario acorde con el trabajo realizado y una jornada laboral adecuada.

En marzo de 2010 se presentó una Iniciativa de Reforma Laboral, para reformarla legislación vigente en la materia. Dicha iniciativa recoge las 332 iniciativas que se habían presentado con anterioridad. Esta propuesta responde a la necesidad de adecuar el marco normativo laboral a los cambios del mercado laboral y la situación general de nuestro país. La iniciativa parte de cinco ejes rectores:

1) Facilitar el acceso al mercado laboral y la creación de empleos;

2) Promover la equidad de género, la inclusión, la no discriminación en las relaciones laborales, y la protección de derechos;

3) Fortalecer la procuración e impartición de justicia laboral;

4) Fortalecer la transparencia y la democracia sindical;

5) Fortalecer las facultades normativas, de vigilancia y sancionadoras de las autoridades del trabajo.

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) establece la obligatoriedad de los servicios de seguridad social, las prestaciones garantizadas a los derechohabientes y los servicios con los que cuentan, entre otras cosas. Cabe destacar que esta ley cumple con las observaciones realizadas por el Consejo Económico y Social de la ONU sobre el derecho a la seguridad social y sus principales puntos de garantía. El 28 de marzo de 2007 se reformó esta ley con el objetivo de asegurar la viabilidad financiera de la institución, garantizar pensiones a los jubilados, y mejorar los servicios prestados a sus derechohabientes.

La Ley del Seguro Social, promulgada en diciembre de 1995, tiene por objetivo garantizar a todos los trabajadores el derecho a la salud, la asistencia médica, la protección de los medios de subsistencia y los servicios sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo, así como el otorgamiento de una pensión.
Atención Institucional

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) es la dependencia federal encargada de vigilar el cumplimiento de las disposiciones del artículo 123° constitucional, así como de las normas que sustentan jurídicamente el derecho al trabajo. Asimismo observa la actuación de las dependencias locales encargadas de la misma materia.

La STPS en coordinación con diversas dependencias e Instituciones de los tres órdenes de gobierno, instrumenta mecanismos orientados a mejorar las condiciones de vida y de trabajo de la población que habita en zonas rurales y para la promoción del empleo a través de la vinculación entre los oferentes y los demandantes en el sector agrícola.

Estos mecanismos se articulan con fundamento en el objetivo 7 del Programa Sectorial de Trabajo Previsión Social, el cual señala que en el trabajo rural destaca la situación de los jornaleros agrícolas, sector que requiere atención particular y diferenciada debido a varias características, tales como su situación migratoria, tipo de empleo temporal, estilo de vida itinerante, diversidad étnica y, en general, las circunstancias que enfrentan por tratarse de una población originaria de zonas de alta y muy alta marginación y en condiciones de vulnerabilidad permanente.

Asimismo, con estas acciones, la STPS cumple con lo dispuesto en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 (PND), mismo que en su Eje Rector 2, objetivo 4, “Promover las políticas de Estado y generar las condiciones en el mercado laboral que incentiven la creación de empleos de alta calidad en el sector formal”, señala como una de sus estrategias “Fomentar la equidad e inclusión laboral y consolidar la previsión social, a través de la creación de condiciones para el trabajo digno, bien remunerado, con  capacitación, seguridad y salud”.

· Estrategia para la Atención de los Jornaleros Agrícolas y sus Familias

El 27 de abril de 2007, el Presidente de la República instruyó al titular de la STPS para promover y encabezar una coordinación interinstitucional para lograr una atención efectiva a los jornaleros agrícolas migrantes. Se diseñó así la Estrategia para la Atención de los Jornaleros Agrícolas y sus Familias, con el objetivo de renovar el esfuerzo de coordinación entre las dependencias y entidades del Gobierno Federal para la atención de este sector de la población.

La particularidad de la Estrategia se encuentra en la visión integral de la coordinación. El compromiso conjunto del Gobierno Federal ha sido avanzar no sólo en la atención de las problemáticas en los lugares de destino, donde son más visibles los efectos de la vulnerabilidad social de los trabajadores migrantes, sino también en las comunidades de origen, donde la precariedad económica los impulsa a buscar alternativas de empleo e ingreso de manera individual o familiar.

La Estrategia integra a más de 13 dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y 27 gobiernos locales, brindando una mayor protección social a los jornaleros agrícolas y sus familias. Sus principales logros son:

i) Inspección y Marco Normativo. En el año 2010 inspeccionaron 255 campos agrícolas con el acompañamiento de personal de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS).

ii) Seguridad y Previsión Social. En marzo de 2010 se alcanzó la cifra récord en la afiliación de trabajadores eventuales del campo a los mecanismos de seguridad social, al registrarse 170,276 trabajadores al IMSS, un incremento de 7.1% respecto a la cifra alcanzada en el mismo periodo del año anterior. Es la cifra más alta en los últimos 10 años.

iii) Educación. Se dio el diseño y puesta en marcha del Sistema de Boleta Única que permite reconocer los estudios de niñas y niños jornaleros agrícolas en cualquier escuela del territorio nacional.

iv) Promoción del Desarrollo. En coordinación con la Secretaría de Desarrollo Social, se realiza el proyecto “Estrategia Enlaza” para la instalación y operación de módulos de atención integral, con el fin de acercar la oferta institucional a las regiones con mayor presencia de jornaleros agrícolas.

v) Integración de Información. Se levantó el segundo Módulo de Trabajo Infantil en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo en el cuarto trimestre de 2009, que permite dimensionar el trabajo infantil agrícola.

· Proyecto “Acreditación de habilidades y certificación de competencias laborales para los jornaleros agrícolas”

A fin de mejorar la empleabilidad e incentivar la continuidad en la formación y capacitación de los jornaleros agrícolas, así como promover una nueva percepción de este oficio como un conjunto de actividades que requieren conocimientos y destrezas especializadas adquiridas mediante años de experiencia, la STPS desarrolló el proyecto “Acreditación de habilidades y certificación de competencias laborales para los jornaleros agrícolas”, con el cual se promueve la certificación de los trabajadores del campo en la Norma Técnica de Competencia Laboral “Cosecha de Hortalizas”, aprobada por el Consejo Nacional de Normalización y Certificación de Competencias Laborales (CONOCER) y publicada en el Diario oficial de la Federación el 6 de febrero de 2009.

Este proyecto se desarrolla de manera conjunta con el Instituto Nacional para el Desarrollo de Capacidades en el Sector Rural (INCA Rural) con el objetivo de mejorar la empleabilidad de los jornaleros agrícolas a través de la certificación de sus competencias laborales mediante un documento legal con validez nacional que les reconoce las habilidades y capacidades laborales adquiridas en el desempeño de las actividades agrícolas.

Se encuentra dirigida a trabajadores eventuales del campo que reúnan las características siguientes:

· Cuenten al menos con dos años de experiencia en cosecha de hortalizas y cítricos.

· Se encuentren trabajando en alguna empresa agrícola.

· Decidan de manera libre e informada participar en la certificación.

· Tengan 18 años de edad.

Los beneficios que obtienen las empresas al participar de este proceso son:

· Contar con mano de obra calificada que genera valor agregado a sus productos.

· Mejorar los procesos productivos.

· Asegurar la calidad de la producción.

· Incrementar la productividad.

En el 2008, 973 jornaleros (41% mujeres y 59% hombres) fueron calificados como competentes obteniendo el certificado en los estados de Jalisco, Michoacán, Morelos, Nayarit y Sinaloa
En el 2009, 1,599 (39% mujeres y 61% hombres) obtuvieron su certificado expedido por el Consejo Nacional de Normalización y Certificación de Competencias Laborales. Se elevó 64% el número de jornaleros certificados en comparación con el año anterior, en los estados de Colima, Morelos, Michoacán, Nayarit, Sinaloa y Sonora. Los jornaleros certificados fueron en su mayoría originarios de los estados de Guerrero, Hidalgo, Veracruz, Michoacán, Chiapas y Oaxaca.

En el 2010, el INCA Rural ha entregado hasta al momento 4,201 certificados de 5,006 personas evaluadas, lo cual representa un 284% más respecto al año anterior. Este aumento se debe a la sensibilización de empleadores y a mayor compromiso de los trabajadores para ampliar las opciones de capacitación y formación técnica del campo, en los estados de Baja California, Coahuila, Morelos, Sinaloa, Sonora, Yucatán y Zacatecas.

En el 2011, se evaluarán con fines de certificación a 5,000 jornaleros en 11 entidades federativas en los Estándares de Competencia “Cosecha de hortalizas” y Cosecha de Cítricos”.

· Subprograma de Movilidad Laboral Interna Agrícola del Programa de Apoyo al Empleo

En 2010, a través del Subprograma de Movilidad Laboral Interna Agrícola del Programa de Apoyo al Empleo
, se otorgaron 105,079 apoyos para la movilidad laboral de los jornaleros agrícolas, lo que repercutió en la colocación de 55,144 trabajadores de 185 municipios indígenas de 22 entidades del país, como se describe a continuación.

Jornaleros agrícolas de municipios indígenas colocados

	No.
	ESTADO
	INVERSIÓN
	APOYOS
	PERSONAS COLOCADAS

	1
	BAJA CALIFORNIA
	$255,600.00 
	426
	0

	2
	CAMPECHE
	$59,400.00 
	52
	47

	3
	CHIAPAS                            
	$4,903,200.00
	4,086
	4,086

	4
	CHIHUAHUA                          
	$1,468,800.00
	2,118
	1,839

	5
	DURANGO                            
	$216,582
	325
	325

	6
	GUERRERO                           
	$11,157,984.00 
	9,151
	9,151

	7
	HIDALGO                            
	$7,553,973.00
	6,268
	6,268

	8
	JALISCO
	$2,400.00
	4
	4

	9
	MICHOACAN                          
	$2,110,773.00
	2,437
	2,188

	10
	MORELOS                            
	$667,044.90
	601
	185

	11
	NAYARIT                            
	$228,000.00
	331
	89

	12
	NUEVO LEÓN
	$25,200.00
	26
	16

	13
	OAXACA                             
	$11,853,045.60
	14,781
	10,241

	14
	PUEBLA                             
	$7,223,085.00
	5,778
	5,778

	15
	QUINTANA ROO
	$502,021.76
	715
	9

	16
	SAN LUIS POTOSI                    
	$6,514,191.00
	8,677
	4,016

	17
	SINALOA                            
	$13,205,400.00
	21,235
	861

	18
	SONORA                             
	$7,259,400.00
	12,099
	0

	19
	TABASCO
	$180,000.00
	150
	150

	20
	TAMAULIPAS                         
	$388,800.00
	648
	0

	21
	VERACRUZ                           
	$14,448,582.00
	14,718
	9,556

	22
	YUCATÁN
	$271,800
	453
	335

	TOTAL
	 $ 90,495,282.26
	     105,079 
	          55,144 


Con una inversión de 90,495,282.26 pesos, se proporcionaron servicios de información sobre las oportunidades de empleo en empresas agrícolas que garantizan condiciones de trabajo de acuerdo con la ley, capacitación con base en las necesidades de las empresas y requerimientos del trabajador, acompañamiento y asesoría en los centros de trabajo, así como apoyos económicos para mejorar sus condiciones de movilidad entre sus comunidades y las de destino.

Con estas acciones, la STPS contribuye al mejoramiento de las condiciones de vida de la población indígena en México y se suma al esfuerzo de coordinación interinstitucional para mejorar y hacer más oportuna y eficaz la atención a este importante sector de la población considerado como un grupo en situación de vulnerabilidad. Las acciones antes descritas se relacionan con el párrafo 16 del Plan de Acción de Durban.

ANEXO

Actividades del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED)

2006

1) El estudio “La construcción, en el imaginario social, de la autoidentificación identitaria, la otredad, la intolerancia y discriminación étnica y racial: estudio y análisis de encuesta aplicada en una población de niños y niñas entre 8 y 12 años de edad”, cuyos objetivos son:

· Analiza los resultados de encuestas realizadas a niños entre 8 y 12 años de edad para determinar los distintos tipos de intolerancia y de discriminación étnica y racial manifestadas. 

· Busca listar y analizar los distintos tipos de manifestaciones ideológicas de exclusión, segregación o distinción elaboradas por los(as) encuestados(as) frente a la otredad étnica y racial.

· Reconocer la existencia de una discriminación racial en contra de estas poblaciones, o en contra de otras “otredades” a las que percibimos como más alejadas (las judías, las negras, las árabes, las asiáticas, etc.).

2008

1) Se realizó el estudio “Garantía del derecho a la no discriminación en los ordenamientos jurídicos nacionales de la población infantil” cuyos objetivos son:

· Ofrecer una categorización de las formas de discriminación hacia la población infantil (por grupos y esferas sociales).

· Identificar en los ordenamientos jurídicos relacionados a la población infantil aquellos susceptibles de modificarse en razón de su contenido presuntamente discriminatorio.

· Ofrecer recomendaciones de políticas públicas en lo que respecta al derecho a la no discriminación a la población infantil.

· Proponer reformas concretas a Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, La Ley Para la Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, y a los demás ordenamientos jurídicos pertinentes al derecho a la no discriminación infantil.

· Realizar un documento que dicte recomendación para el actuar del CONAPRED en la materia.

· Ofrecer un glosario especializado derivado de la investigación.
2) Se realizó el estudio “Régimen contractual, discriminación y situación laboral de la juventud en México” cuyos objetivos son:

· Detectar las condiciones de trabajo y vida que se imponen por la empresa moderna a la y el trabajador joven.

· Identificar las disposiciones legales que posibilitan las condiciones de trabajo y vida, antes referidas.

· Revisar las políticas en materia de empleo y salarios de las y los jóvenes instrumentadas por el gobierno nacional y contrastarla con los lineamientos internacionales que al respecto establece la OIT.

· Analizar las condiciones que impiden la igualdad de oportunidades y menoscaban los derechos de la juventud.

· Identificar las posibles discriminaciones por razón de género, étnica, cultural y/o cualquier otra que coloque en desventaja a ciertos sectores de la población joven.

· Proponer ajustes en la política de empleo y salario que benefician a la juventud y reformas a la legislación nacional laboral que contemplen las necesidades particulares de este sector.

3) Se llevó a cabo la Primera Reunión Ordinaria de la Red Iberoamericana de Organismos y Organizaciones contra la Discriminación en Septiembre de 2008. El evento fue organizado de manera conjunta entre el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) de Argentina y el CONAPRED de México e incluyó entre sus objetivos la discriminación racial en el trabajo infantil.  
2009

1) Se realizó el estudio “El trabajo infantil como consecuencia de la discriminación: explotación o necesidad” cuyos objetivos son:

-
Ofrecer un estado del arte general sobre la situación del trabajo infantil.

-
Describir las condiciones familiares económicas y sociales de  discriminación que provocan el trabajo infantil. 

-
Elaborar un análisis cuantitativo de la situación en México del trabajo infantil.

-
Documentar las consecuencias del trabajo infantil en detrimento de sus derechos fundamentales  a la luz de la Convención de los Derechos del Niño.

-
Ofrecer un contraste entre la problemática del trabajo infantil en los contextos rural y urbano.

-
Ofrecer recomendaciones de política pública y reformas concretas a la legislación nacional vigente para la regulación del trabajo infantil.

-
Ofrecer un glosario especializado derivado de la investigación.

2) Se realizó el estudio “La Discriminación que afecta a hijas e hijos de personas jornaleras migrantes en México” cuyos objetivos son:

- 
Identificar las condiciones estructurales de la discriminación hacia hijas e hijos de personas jornaleras agrícolas.

- 
Documentar casos del daño físico y mental de niños y niñas jornaleros agrícolas indígenas y no indígenas.

-
Hacer una propuesta de indicadores de derechos humanos para la infancia jornalera que permita alcanzar el cumplimiento de los instrumentos internacionales en la materia.

- 
Analizar sus condiciones de salud y educación.

- 
Ofrecer propuestas de educación incluyente (bilingüe).

- 
Analizar la percepción de las y los niños respecto a la discriminación entre y hacia ellas y ellos y dentro fuera.

- 
Ofrecer recomendaciones de políticas públicas a favor de este grupo.

Opiniones Legislativas 

A partir del 2009 se construyó la postura institucional respecto de iniciativas de ley, reforma o adición a leyes federales presentadas en el H. Congreso de la Unión, a saber:

1) Se realizo una Opinión Jurídica por la que se emiten comentarios y observaciones al Documento Consolidado del Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia.

2) Se emitió opinión legislativa, el 28 de enero de 2009, a la diputada Claudia Lilia Cruz Santiago, del Partido de la Revolución Democrática. En relación con la Iniciativa del proyecto de decreto que reforma el artículo 4 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes cuyo objeto es garantizar el respeto a la dignidad y derechos de las niñas, niños y adolescentes, estableciendo la obligación a cargo del Estado, en sus distintos niveles y órdenes de gobierno, de aplicar criterios, disposiciones, políticas, acciones y decisiones que busquen el beneficio directo del infante y adolescente.

3) Se emitió opinión legislativa, el 11 de marzo de 2009, a la diputada Martha Hilda González Calderón, del Partido Revolucionario Institucional. En relación con el Proyecto de Dictamen elaborado por las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, de Derechos Humanos y de Atención a Grupos Vulnerables, sobre la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la LFPED, y de la Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, cuyo objeto es proteger a las niñas, niños y adolescentes cuando se vean afectados por las peores formas de trabajo infantil.

2010
1) Se emitió la opinión sobre las posturas del Relator Especial sobre los derechos humanos de los Migrantes de la ONU en relación al trabajo infantil y la tipificación  en casos de explotación laboral infantil, sobre todo, en casos de niños/niñas migrantes.
� Anexo cuadros estadísticos del citado programa respecto del año 2011, que contienen el número de atendidos y colocados por municipio, detectados como indígenas por la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI).
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